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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID 

Sentencia de 12 de enero de 2022 

 

 

 

 

Nº de Recurso: 290/2020 

Nº de Resolución: 11/2022 

 

En Madrid a 12 de enero de 2022. 

 

Visto el recurso contencioso-administrativo núm. 290/2020 formulado por la Procuradora Dª Susana 

Hernández del Muro en nombre y representación de "GAS NATURAL COMERCIALIZADORA S.A. " contra la 

resolución nº 43/2020, del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid ( en 

adelante TACPCM), que desestimó las recursos especiales en materia de contratación acumulados números 

26 y 30 de 2020, formulados por Gas Natural Comercializadora SA y Endesa Energía SAU, contra " El 

anuncio de licitación y los pliegos de prescripciones administrativas particulares para la contratación del 

suministro de energía eléctrica renovable para Madrid calle 30 S.A. (2 Lotes dos lotes procedimiento abierto 

SARA número de expediente 201900018 "; habiendo sido parte demandada la entidad Madrid Calle 30 S.A 

representada por el Procurador D. Jaime Briones Méndez y defendida por Letrado y habiendo comparecido 

igualmente contestando a la demanda Acciona Green Energy Developments, S.L.U e Iberdrola Servicios 

Energéticos SAU, con sus respectivas representaciones legales y defensas . 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

Primero.- La referida parte actora promovió el presente recurso contencioso-administrativo contra la 

resolución reseñada, y seguido el cauce procesal previsto legalmente, cada parte interviniente despachó, en 

el momento oportuno y por su orden legal conferido, el trámite correspondiente de demanda y de 

contestación, en cuyos escritos, y conforme a los hechos y razonamientos jurídicos consignados, suplicaron 

respectivamente la estimación del acto objeto de impugnación y la desestimación de ésta, en los términos 

que figuran en aquéllos. 
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SEGUNDO. - Seguido el proceso por los cauces legales, y efectuadas las actuaciones y los trámites que 

constan en los autos, quedaron estos pendientes de señalamiento para votación y fallo, que tuvo lugar el día 

12 de enero de 2022. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- La representación procesal de la mercantil GAS NATURAL COMERCIALIZADORA S.A. 

interpone el presente recurso contencioso administrativo contra la resolución nº 43/2020, del Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid ( en adelante TACPCM), que desestimó 

las recursos especiales en materia de contratación acumulados números 26 y 30 de 2020, formulados por 

Gas Natural Comercializadora SA y Endesa Energía SAU, contra " El anuncio de licitación y los pliegos de 

prescripciones administrativas particulares para la contratación del suministro de energía eléctrica renovable 

para Madrid calle 30 S.A. (2 Lotes dos lotes procedimiento abierto SARA número de expediente 201900018- 

 

De la resolución recurrida, destacamos los siguientes datos de hecho: 

 

Síntesis: 

Desestimación recursos acumulados por certificación energías renovables. Asunto ya tratado por el Tribunal 

en diversas Resoluciones. Falta de cosa juzgada al ser otro procedimiento contractual. No existe como causa 

de inadmisión el haber resuelto ya temas iguales. Reiteración de doctrina anterior, confirmada por el Tribunal 

Superior de Justicia de Madrid. Multa por temeridad y mala fe 

 

Hechos. 

 

Primero. - Que la sociedad de economía mixta Madrid Calle 30, S.A., convocó, mediante anuncio publicado 

en el perfil del contratante en fecha 30 de diciembre de 2019 y en el Diario Oficial de la Unión Europea en 

fecha 31 de diciembre de 2019 licitación para la contratación del suministro de energía eléctrica renovable 

para Madrid Calle 30 (expediente 201900018). El valor estimado del contrato es de 5.324.000 euros para el 

lote 1, y 6.352.500 para el lote 2. 
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Segundo.- En fecha 28 de enero de 2019, ya se impugnó ante este Tribunal anuncio y Pliegos con igual 

clausulado por los mismos reclamantes e idénticos motivos, recursos 47 y 50 de 2019, siendo desestimada 

por Resolución 60/2019 de 16 de febrero. En los presentes recursos acumulados se reproducen literalmente 

los anteriores recursos. 

 

Tercero.- El 20 y 22 de enero de 2020, tuvieron entrada los recursos especiales en materia de contratación, 

formulado por las representaciones de las empresas, habiendo recibido el informe y expediente de 

contratación en fechas 27 y 28 de enero, conforme al artículo 56 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre de 

Contratos del Sector Público , por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP). 

 

Sin perjuicio de lo que se dirá, el argumento central de la litis viene sintetizado por el propio TPCACM, tras 

descartar la existencia de cosa juzgada, a los folios 6 y 7 de su resolución, y que se podría resumir del 

siguiente tenor: 

 

"El recurrente pretende que el órgano de contratación sustituya una condición de solvencia, el etiquetado de 

la empresa comercializadora de electricidad, por otra, el certificado de garantía de origen de la electricidad, 

porque considera que esta última es más adecuada. Pero obvia que el propio Tribunal ya trató esta cuestión 

en la Resolución meritada cuando afirmó que "las garantías de origen no podrían ser aceptadas con la 

finalidad descrita, dado que no discriminan entre energía renovable y energía procedente de cogeneración 

de alta eficiencia. Esta última, causante de emisiones de CO2, por lo que no se podría aplicar a la exigencia 

del 100% renovable. Es por ello, que el PCAP exige como criterio de solvencia que se aporte Certificación 

emitida por la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia (CNMC), de que la energía 

comercializada es de origen 100% renovable. La única manera de asegurar que la energía es 100% 

renovable, es mediante la certificación que emite la CNMC relativa al mix de comercialización de cada 

empresa comercializadora, términos en los que se define el requisito de solvencia técnica." 

 

Dicho lo anterior, y por las referencias efectuadas en la propia resolución impugnada, así como por la entidad 

demandada, si bien se ha descartado de plano la existencia de cosa juzgada administrativa, si existen los 

siguientes precedentes jurisdiccionales, del cuales no se aparta el TCPCM, que debemos singularizar. 
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a.Sentencia de 27 de junio de 2019, procedimiento nº 383/2018 , que desestima el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por IBERDROLA CLIENTES, S.A.U. contra la resolución nº 110/2018 del Tribunal 

Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid. 

b.Sentencia de 17 de julio de 2019, procedimiento nº 540/2018 , que desestima el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por ENDESA ENERGÍA, S.A.U. contra la misma resolución anterior. 

c.Sentencia de 11 de noviembre de 2020, procedimiento nº 265/2019, que desestima el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por GAS NATURAL COMERCIALIZADORA, S.A. contra la resolución nº 60/2019 

del Tribunal Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid. 

d.Sentencia de 11 de noviembre de 2019, procedimiento nº 223/2019, que desestima el recurso contencioso 

administrativo interpuesto por ENDESA ENERGÍA, S.A.U. contra la misma resolución anterior. 

 

Todas estas sentencias rechazan los mismos argumentos que se alegan en este recurso en relación con una 

cláusula de los pliegos de distintos contratos de suministro de energía eléctrica de origen renovable que es 

exactamente la misma en todo caso. 

 

En concreto, la identidad es absoluta en el caso de la sentencia de la Sala de 11 de noviembre de 2020, 

procedimiento nº 265/2019, que desestima el recurso de la misma sociedad actora en el que se impugna una 

cláusula idéntica del pliego del anterior contrato de suministro de energía renovable licitado por MADRID 

CALLE 30. 

 

Razones de unidad de doctrina y seguridad jurídica, nos llevan a mantener el mismo criterio: 

 

" Tal precedente, como anticipábamos, son los recursos acumulados números 83, 87 y 93 de 2018, 

formulados por Gas Natural Comercializadora SA, Iberdrola Clientes SAU y Endesa Energía SAU, contra los 

Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares (PCAP) y de Prescripciones Técnicas (PPT) del " Acuerdo 

Marco para el suministro de energía eléctrica renovable para edificios municipales y equipamientos del 

Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos (4 lotes)". 

 

En esta misma línea, la resolución de tales recursos por el TCPCM, tras su impugnación en vía judicial, fue 

confirmada por esta misma Sala y Sección en tres pronunciamientos: SENTENCIA NÚM. 421/2018 
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Procedimiento Ordinario 383/2018 27 de junio de 2019 a la que siguen las recaídas posteriormente en los 

recursos 248/2018 y 540/2018 en idéntica línea que la primera. 

 

En otras palabras, la cuestión litigiosa debe, por unidad de doctrina y seguridad jurídica, ser resuelta como a 

continuación se detalla, con los apuntes que sean procedentes a tenor de las alegaciones de las partes. 

 

SEGUNDO.- Pretende la recurrente se anule la resolución recurrida así como los Pliegos que rigen la 

licitación en relación con la condición de solvencia relativa al origen renovable de la energía comercializada ( 

apartado 13 del anexo I del PCAP) y ordene la retroacción del procedimiento de contratación al momento 

anterior a la redacción de los pliegos a los efectos de que se publiquen unos pliegos que no incluyan el 

requisito de solvencia impugnado en este recurso o , subsidiariamente, condenen a Madrid calle 30 abonar 

una indemnización de 90.000€ por los daños y perjuicios ocasionados en concepto de lucro cesante por no 

haber podido presentarse a la licitación . 

El letrado de la entidad Madrid calle 30 S.A, en la representación que ostenta, se opone a la pretensión 

actora por las razones que constan en su escrito de contestación y conclusiones. 

 

TERCERO. - Cuestiones debatidas: 

 

a. Sostiene la actora qué contrariamente a lo afirmado por el Tribunal de Contratación, las acreditaciones de 

la Comisión Nacional del Mercado de Competencia de garantías de origen sí permiten acreditar que la 

energía suministrada el 100 por 100 renovable, frente a ello la entidad demandada sostiene que las 

disyuntiva formulada por la actora entre garantías de origen, Certificación de Origen, y la certificación de la 

CNMC del etiquetado de la energía con categoría A , Certificación de Calidad o Etiqueta A , decae en favor 

de esta última como medio para garantizar la adecuada solvencia de los licitadores el presente concurso . 

 

Respuesta de la Sala, SENTENCIA NÚM. 421/2018, fundamento de derecho tercero in fine: 

 

" De lo expuesto se deduce que lo exigido en el PCAP, tal como se comprueba por las respuestas dadas por 

el órgano de contratación a las consultas formuladas por los licitadores interpretando dicho documento, es 

que el licitador que se puede presentar ha de ser una empresa comercializadora en exclusiva de energía 

renovable , no admitiendo a la licitación a aquellas que comercializan un mix de fuentes de generación de 

energía y para ello deberían aportar con su propuesta un certificado de la CNMC correspondiente al último 

año disponible en la fecha de presentación de la oferta, de que la energía suministrada a la totalidad cartera 
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de clientes es de origen 100% renovable, de acuerdo a la definición de energía renovable que recoge el 

artículo 3 de la Orden ITC/1522/2007 de 24 de mayo. 

 

Por tanto hay que entender que el PCAP cuando se refiere la Orden IET 931/2015, de 20 de mayo que 

modifica la ITC 1522/2007, lo hace en el sentido dado por el órgano de contratación a una respuesta de la 

consulta efectuada por un licitador, de que lo solicitado como solvencia técnica es una certificación emitida 

por la CNMC de que la energía comercializada es de origen 100% renovable, de acuerdo a la definición de 

energía renovable que recoge el artículo 3 de la Orden ITC/1522/2007 de 24 de mayo, por la que se 

establece la regulación de la garantía de origen de la electricidad procedentes de fuentes de energía 

renovables y de cogeneración de alta eficiencia, que señala que " a los efectos de esta orden serán de 

aplicación las siguientes definiciones; a) energía eléctrica procedente de fuentes renovables: la energía 

eléctrica procedente de fuentes renovables no fósiles, es decir, energía eólica, solar, aerotérmica, 

geotérmica, hidrotérmica y oceánica, hidráulica, biomasa, gases de vertedero, gases de plantas de 

depuración y biogás" . 

 

A la vista de lo razonado procede desestimar dicha alegación. 

 

c.En segundo lugar, se argumenta que el criterio de solvencia no es un criterio ni objetivo ni está relacionado 

con el objeto del contrato. La información que se proporciona no se corresponde con el origen de la 

electricidad físicamente suministrada por la comercializadora a sus clientes y su impacto ambiental, sino que 

es el resultado de la adquisición de acreditaciones. En definitiva, el requisito de la etiqueta a como criterio de 

solvencia es contrario al artículo 74 de la Ley de Contratos del sector público porque no está vinculado al 

objeto del contrato, limita la concurrencia y no consta en el anuncio de licitación. 

d.El etiquetado de la energía no está previsto en los medios de solvencia y acreditación de gestión 

medioambiental previstos en la Ley de Contratos del sector Público. 

e.Él artículo 89 del texto legal citado establece una lista tasada de medios posibles para acreditar la 

solvencia técnica entre los cuales no se encuentra la posibilidad de requerir el certificado de etiquetado de 

energía de la CNMC. 

 

Artículo 74. Exigencia de solvencia. 

 

1.Para celebrar contratos con el sector público los empresarios deberán acreditar estar en posesión de las 

condiciones mínimas de solvencia económica y financiera y profesional o técnica que se determinen por el 
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órgano de contratación. Este requisito será sustituido por el de la clasificación, cuando esta sea exigible 

conforme a lo dispuesto en esta Ley. 

 

2.Los requisitos mínimos de solvencia que deba reunir el empresario y la documentación requerida para 

acreditar los mismos se indicarán en el anuncio de licitación y se especificarán en el pliego del contrato, 

debiendo estar vinculados a su objeto y ser proporcionales al mismo. 

 

Respuesta de la Sala, SENTENCIA NÚM. 421/2018, fundamento de derecho cuarto: 

 

La exigencia de solvencia es un auténtico requisito de capacidad que pretende garantizar que el contratista 

se encuentra en condiciones de prestar el servicio en la forma exigible. 

En el caso enjuiciado, el objeto del contrato es el suministro de energía renovable y así se expresa en el 

apartado primero del PCAP y del PPT al decir que constituye el objeto del acuerdo marco el suministro de 

energía renovable. Por tanto, todos los aspectos que tengan relación con dicho objeto tienen vinculación con 

el contrato. El PCAP exige para acreditar la solvencia técnica, que con la propuesta se aporte una 

certificación emitida por la CNMC de que la energía comercializada por el licitador es 100% renovable. Es 

decir, para acreditar la aptitud del licitador para ejecutar adecuadamente el contrato, el órgano de 

contratación les exige que aporten una certificación emitida por un organismo oficial de que la energía 

comercializada con anterioridad a la fecha de finalización del plazo de presentación de las proposiciones es 

100% renovable. 

 

Dicho requisito de solvencia es el que el órgano de contratación ha considerado adecuado estando 

relacionado con el objeto del contrato y es conforme a lo previsto en el TRLCSP. 

 

Estos extremos se desestiman. 

 

f.La exigencia de Etiqueta A como requisito de solvencia es discriminatoria. 

 

El trato desigual a la actora y, en general, a las grandes comercializadoras, no se fundamenta en una 

situación jurídicamente relevante y el hecho de que el porcentaje de las empresas discriminan o sea 

mayoritario el irrelevante. 
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Respuesta de la Sala, SENTENCIA NÚM. 421/2018, fundamento de derecho cuarto: 

 

 

Tampoco este Tribunal aprecia que los pliegos vulneren los principios rectores de la contratación (libertad de 

acceso, concurrencia, igualdad de trato, no discriminación y proporcionalidad), por el mero hecho de que 

todas las empresas comercializadoras no puedan participar en el procedimiento licitatorio. En efecto dichos 

principios no han de entenderse en el sentido de facilitar la participación de cualquier licitador, sino de 

aquellos que cumplan determinados requisitos impuestos razonable y justificadamente en función de la 

naturaleza y/o especialidad del objeto del contrato y en este sentido la exigencia de la certificación de la 

CNMC de que la energía es 100% renovable, no se considera desproporcionado o irracional atendiendo al 

objeto del contrato, máxime cuando, según el informe publicado el 27 de abril de 2017 por parte de la CNMC, 

76 empresas comercializadoras, de tamaño grande, mediano y pequeño, suministran energía 100% 

renovable, por lo que tienen la solvencia requerida para participar en la licitación, por lo que no cabe alegar la 

existencia de discriminación, ni infracción del principio de igualdad de trato y libertad de acceso de los 

licitadores. Por otro lado, se ha dividido el Acuerdo Marco en 4 lotes, lo que fomenta la mayor concurrencia 

de empresas en el procedimiento licitatorio. 

 

Este extremo se desestima. 

 

g.Se nos dice que el artículo 89.2 del al LCSP requiere que los certificados de gestión medio ambiental 

exigidos se especifiquen en el anuncio de licitación, y que en este caso no constan tales requisitos. 

 

h.El número 3 del precepto citado, es del siguiente tenor: 

 

En el anuncio de licitación o invitación a participar en el procedimiento y en los pliegos del contrato se 

especificarán los medios, de entre los recogidos en este artículo, admitidos para la acreditación de la 

solvencia técnica de los empresarios que opten a la adjudicación del contrato, con indicación expresa, en su 

caso, de los valores mínimos exigidos para cada uno de ellos y, en su caso, de las normas o 

especificaciones técnicas respecto de las que se acreditará la conformidad de los productos. En su defecto, 

la acreditación de la solvencia técnica se efectuará mediante la relación de los principales suministros 

efectuados, en los tres últimos años, de igual o similar naturaleza que los que constituyen el objeto del 

contrato, cuyo importe anual acumulado en el año de mayor ejecución sea igual o superior al 70 por ciento 

de la anualidad media del contrato. 
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A tenor de este número 3 , y partiendo de que en la alegación de la actora no sé anuda de forma expresa 

ninguna causa de nulidad específica, calificándose como de infracción de la normativa , teniendo en 

consideración que , en efecto , y no se discute, en los pliegos del contrato , publicados al día siguiente del 
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anuncio de licitación, sí se deja constancia de este requisito de solvencia, no se deriva ningún tipo de 

oscuridad en la contratación ni beneficio particular para ninguno de los participantes, están todos en la 

misma situación. 

Este extremo ha de ser desestimado. 

 

i.Sostiene la actora que la cláusula 7 del PCAP, así como el Anexo 1 del mismo, establecen claramente que 

el contrato se adjudicará por el procedimiento abierto con varios criterios de adjudicación, siendo preceptiva 

la inclusión de un criterio medioambiental, ante cuya ausencia se produciría una contravención de la Ley de 

Contratos del Sector Público. Añade que no se contempla ninguna condición especial de ejecución de 

carácter medioambiental, ni etiqueta de tipo social o medioambiental. 

El Artículo 145 del texto legal que se viene tratando, recoge los requisitos y clases de criterios de 

adjudicación del contrato. 

 

1.La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de criterios de adjudicación en base 

a la mejor relación calidad-precio. 

 

Previa justificación en el expediente, los contratos se podrán adjudicar con arreglo a criterios basados en un 

planteamiento que atienda a la mejor relación coste-eficacia, sobre la base del precio o coste, como el 

cálculo del coste del ciclo de vida con arreglo al artículo 148. 

 

2.La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y cualitativos. 

 

Los criterios cualitativos que establezca el órgano de contratación para evaluar la mejor relación calidad-

precio podrán incluir aspectos medioambientales o sociales, vinculados al objeto del contrato en la forma 

establecida en el apartado 6 de este artículo, que podrán ser, entre otros, los siguientes: 

 

...Las características medioambientales podrán referirse, entre otras, a la reducción del nivel de emisión de 

gases de efecto invernadero; al empleo de medidas de ahorro y eficiencia energética y a la utilización de 

energía procedentes de fuentes renovables durante la ejecución del contrato; y al mantenimiento o mejora de 

los recursos naturales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato... 

 

http://www.contratosdelsectorpúblico.es/


 

11/13 

Proyecto CSP   www.contratosdelsectorpúblico.es 

 

El Artículo 202, recoge las condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, 

medioambiental o de otro orden. 

 

1.Los órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales en relación con la ejecución del 

contrato, siempre que estén vinculadas al objeto del contrato, en el sentido del artículo 145, no sean directa o 

indirectamente discriminatorias, sean compatibles con el Derecho de la Unión Europea y se indiquen en el 

anuncio de licitación y en los pliegos. 

En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas administrativas particulares de al 

menos una de las condiciones especiales de ejecución de entre las que enumera el apartado siguiente. 

Asimismo en los pliegos correspondientes a los contratos cuya ejecución implique la cesión de datos por las 

entidades del sector público al contratista será obligatorio el establecimiento de una condición especial de 

ejecución que haga referencia a la obligación del contratista de someterse a la normativa nacional y de la 

Unión Europea en materia de protección de datos, advirtiéndose además al contratista de que esta 

obligación tiene el carácter de obligación contractual esencial de conformidad con lo dispuesto en la letra f) 

del apartado 1 del artículo 211. 

 

2.Estas condiciones de ejecución podrán referirse, en especial, a consideraciones económicas, relacionadas 

con la innovación, de tipo medioambiental o de tipo social. 

Al margen del carácter potestativo de los criterios medioambientales, es obvio que, como conciertos a dulce 

de contrario, nos encontramos ante un contrato cuyo objeto mismo es el suministro de energía procedente en 

un 100 % de fuentes renovables con lo cual no solo existe una finalidad medioambiental, sino que además 

esta lo es en grado máximo, con el claro propósito de fomento del uso de energía renovables y paralela 

reducción del gas de efecto invernadero. 

 

El recurso es desestimado por entero. 

 

SEGUNDO. - 

Por último alega la actora la improcedencia de la sanción impuesta. 

Se nos dice que el TACPCM le impone una multa de 3.000 euros en virtud del art. 58.2 LCSP porque aprecia 

temeridad o mala fe en la interposición del recurso. 
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La actora no admite ni temeridad ni mala fe en la interposición de recurso, y asimismo apunta a que el TCAP 

no ha respetado los principios básicos del procedimiento sancionador puesto que no ha incoado 

procedimiento sancionador alguno, no ha concedido trámite de audiencia a la imputada, imponiéndose 

directamente la sanción a mi representada sin que esta compañía haya podido defenderse. 

 

Tales alegaciones se descartan, no estamos ante sanción alguna. El Artículo 58 de LCSP establece: 

 

2 . En caso de que el órgano competente aprecie temeridad o mala fe en la interposición del recurso o en la 

solicitud de medidas cautelares, podrá acordar la imposición de una multa al responsable de la misma. 

El importe de la multa será de entre 1.000 y 30.000 euros, determinándose su cuantía en función de la mala 

fe apreciada y el perjuicio ocasionado al órgano de contratación y a los restantes licitadores, así como del 

cálculo de los beneficios obtenidos. 

 

La resolución recurrida motiva explícitamente la concurrencia de temeridad y mala fe en este caso, al folio 16 

de la misma: 

 

"Considerando que las recurrentes han formulado en conjunto seis recursos por los mismos motivos e 

iguales alegaciones en distintos años y todos ellos han sido desestimados por los mismos fundamentos, que 

el Tribunal Superior de Justicia de Madrid ha ratificado los pronunciamientos, que no ha cambiado la 

normativa ni se alega, este Tribunal aprecia mala fe y temeridad en su actuación. Los recurrentes incluso 

solicitaron la adopción de la medida cautelar de suspensión de la licitación que ha sido combatida por 

extenso por el órgano de contratación". 

 

Es por ello, que ajustándose el mismo a la realidad, no cabe sino confirmar la resolución impugnada también 

en este extremo. 

 

TERCERO. - Procede imponer las costas de este recurso a la parte recurrente al haber sido desestimadas 

todas sus pretensiones, conforme a lo previsto en el artículo 139 de la LJCA; si bien, como permite el 

apartado tercero del citado artículo se limita su cuantía a la cantidad de 6000 euros, más IVA. 

 

Vistos los preceptos citados y demás de general y concordante aplicación 
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FALLAMOS 

 

Que debemos desestimar y desestimamos el presente recurso contencioso administrativo interpuesto por la 

representación procesal de" GAS NATURAL COMERCIALIZADORA S.A.", confirmando la resolución 

recurrida por ser conforme a derecho; con expresa imposición de las costas de este recurso a la parte 

recurrente en los términos fijados en el último fundamento de derecho de esta sentencia. 

 

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá presentarse ante esta Sala en el 

plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose en el escrito de 

preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la 

Jurisdicción Contencioso-Administrativa , con justificación del interés casacional objetivo que presente; previa 

constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial , bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso. 
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